        República de Colombia                               
Única Instancia 32712
Hernando Molina Araújo                 
                                       [image: image2.png]


  
    Corte Suprema de Justicia      
        República de Colombia                               
Única Instancia 32712
Hernando Molina Araújo                 
                                        [image: image1.png]


  
    Corte Suprema de Justicia      

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE CASACIÓN PENAL

ACTA Nro: 007
Bogotá, veinte (20) de enero de dos mil diez (2010).

VISTOS 
Decide la Sala el recurso de reposición interpuesto por el doctor HERNANDO MOLINA ARAÚJO contra el auto del 3 de diciembre de 2009, mediante el cual se le negó la libertad provisional.

FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN
Manifiesta el procesado que la Sala hizo abstracción del código penitenciario y de la jurisprudencia constitucional, de acuerdo con las cuales para efectos de la redención de la pena es obligatorio computar el trabajo que efectivamente se realiza, incluso el que se ejecuta los días domingos, bajo el supuesto que se realice en actividades de carácter permanente y que las mismas hayan sido autorizadas por las autoridades penitenciarias.

Expresa que en la resolución 2392 expedida el 3 de mayo de 2006 por el Inpec, se establece una jornada de cincuenta y seis (56) horas semanales para el trabajo en granjas al autorizarse los domingos y festivos, de manera que es una actividad especial que no permite interrupción porque de lo contrario repercutiría en el normal desarrollo del establecimiento.

Señala que la ley, el reglamento del Inpec y la jurisprudencia constitucional autorizan computar como horas ordinarias que dan lugar a redimir la pena, las horas trabajadas, estudiadas o enseñadas los domingos y festivos, siempre que hayan sido debidamente justificadas y autorizadas por el director del establecimiento carcelario. 

De ahí que haciendo uso legal de la excepción prevista en el artículo 100 de la ley 65 de 1993, el director del establecimiento de la época y el comandante de vigilancia hayan expedido el 11 de octubre de 2007 la orden de trabajo  6622, mediante la cual se le autoriza trabajar en agropecuaria de lunes a domingo.

A su juicio, la Sala ha debido reconocer el tiempo certificado para efectos de redención de la pena acatando la jurisprudencia constitucional y respetando la autonomía del Inpec y de las autoridades penitenciarias encargadas de la reglamentación del asunto, porque además son estas y no otras autoridades a las que les corresponde las planeación y organización de las labores que dan lugar a redimir pena.
Dice que aun cuando eventualmente lo dicho por la Sala pudiera tener aplicación hacia el futuro porque de lo contrario se desconocería el trabajo que materialmente realizó, la decisión coloca en entre dicho la presunción de legalidad y autenticidad de los documentos públicos, razón por la cual solicita reponer el auto impugnado para que en su lugar se le conceda la libertad provisional, por estar seguro que con los certificados aportados y el tiempo en detención preventiva supera el quantum de la pena que le correspondería en caso de ser condenado por el delito del cual se le sindica.
CONSIDERACIONES
En la decisión impugnada, en la cual la Sala tuvo oportunidad de hacer reparos a los certificados de trabajo allegados por el doctor MOLINA ARAÚJO con su solicitud de libertad provisional, se tuvo como punto de partida que la Dirección General del Inpec es la encargada de planear y organizar el trabajo en los centros de reclusión del país
; por lo tanto su autonomía y discrecionalidad para hacerlo no han sido puestas en duda en ningún momento, al igual que tampoco son discutidas las facultades atribuidas a los directores de los centros carcelarios y penitenciarios del país con ese propósito.

Sin embargo, de esa autonomía no se desprende que las autoridades penitenciarias puedan autorizar la redención de pena por trabajo, estudio o enseñanza por fuera del marco de lo que la Constitución Política y la ley previenen.
En consecuencia, la autorización para el trabajo, estudio o enseñanza de manera ininterrumpida, según se expresa en el auto cuestionado, desconoce en principio el derecho inalienable a la recreación del que goza todo recluso, el cual hace parte del tratamiento penitenciario como una de sus finalidades para alcanzar la resocialización del infractor de la ley penal
.

También se dijo, contrario a lo sostenido por el impugnante, que pueden computarse para redimir pena como horas ordinarias las trabajadas, estudiadas o enseñadas los domingos y festivos, previa autorización del director del establecimiento con la debida justificación, de modo que la decisión no se aparta del fallo de exequibilidad del artículo 100 de la ley 65 de 1993 en torno a este tema específico
.

Pero ello se vincula a los casos especiales determinados en el reglamento penitenciario, en los que la interrupción o parálisis de alguna de las actividades consideradas como tales pueda “perturbar de manera significativa el normal funcionamiento del establecimiento de reclusión”
. Esta es la razón por la cual se justifica que al interior de la cárcel existan actividades que pueden considerar como permanentes.

En ese orden de ideas es pertinente distinguir la actividad que reviste la condición de especial  del sujeto o la persona que la ejecuta. La Sala expresó en la decisión impugnada con respaldo jurisprudencial, que lo permitido por la ley es el trabajo, estudio o enseñanza en domingos y festivos y la posibilidad de redimir la pena para quien lo haga en esos días, sin que desaparezca en razón de ello el derecho al descanso y a la recreación.
De ese modo se garantiza que la jornada semanal máxima legal que da lugar a redimir la pena por trabajo no exceda las cuarenta (48) horas, pues el mismo debe ejecutarse en jornadas diarias de ocho (8) horas de trabajo de lunes a sábado, con excepción de los casos especiales vinculados con las actividades que se consideran necesarias para el normal funcionamiento del establecimiento carcelario.
En consecuencia, se reitera que en ninguna parte la ley permite el trabajo continúo o ininterrumpido y que lo que autoriza para permitir el normal funcionamiento del centro de reclusión es el trabajo en los días domingos y festivos, con la posibilidad para que quienes lo hagan puedan también redimir su pena.
De esa manera, no es cierta su afirmación según la cual la orden de trabajo para que lo hiciera de lunes a domingo se ajusta a la normatividad, pues de un lado desconoce que la ley no permite el trabajo continúo según se dijo y del otro resulta ambigua cuando se imparte para trabajo o estudio, una razón de más para que sea pertinente el llamado de la Sala a un mayor control por parte de las autoridades penitenciarias competentes y de los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad con el fin de
“que el cumplimiento de la pena de prisión no se convierta en una feria de rebajas y por ende oportunidad para hacer fraude a la ley, produciendo el grave descrédito del sistema penitenciario y de la justicia en general.”
 
Como quiera que en los establecimientos de reclusión debe prevalecer el respeto de la dignidad humana, la observancia de las garantías constitucionales y la vigencia de los derechos humanos universalmente reconocidos
, no es posible permitir ni admitir que la persona privada de la libertad sea sometida a un régimen en el cual no tenga derecho al descanso ni a la recreación o lo asuma voluntariamente. 

Además se evita crear situaciones odiosas o restrictivas que conduzcan a crear desigualdades inadmisibles en el ordenamiento legal por el trato favorable que se da solo a unos, a quienes finalmente se les facilitará en el menor tiempo posible el cumplimiento de la pena en detrimento de la mayoría de reclusos a los que les asistiría el mismo derecho.
Lo anterior es suficiente para que la Sala mantenga inmodificable su decisión del 3 de diciembre de 2009. 


Por lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal

RESUELVE
No reponer el auto del 3 de diciembre de 2009 mediante el cual se negó la libertad provisional solicitada por el doctor HERNANDO MOLINA ARAÚJO, por las razones expuestas en la anterior motivación.
Contra esta decisión no procede ningún recurso.

Cópiese y notifíquese.
MARÍA DEL ROSARIO GONZÁLEZ DE LEMOS 
JOSÉ LEONIDAS BUSTOS MARTÍNEZ                             SIGIFREDO ESPINOSA PÉREZ

ALFREDO GÓMEZ QUINTERO                                        AUGUSTO J. IBAÑEZ GUZMÁN
                       

JORGE LUIS QUINTERO MILANÉS                                     YESID RAMÍREZ BASTIDAS 
JULIO ENRIQUE SOCHA SALAMANCA       
                           JAVIER ZAPATA ORTIZ

TERESA RUIZ NÚÑEZ

Secretaria         
� Ley 665 de 1993, art. 80. Planeación y organización del trabajo. La Dirección del Inpec determinará los trabajos que deben organizarse en cada centro de reclusión, los cuales serán los únicos válidos para redimir pena. Fijará los planes y trazará los programas de los trabajos por realizarse.” 


� Ley 65 de 1993, artículo 10.


� Sentencia  C- 580 de octubre 31 de 1996, Corte Constitucional.


� Resolución 2392 de mayo 3 de 2006, artículo 13 parágrafo.


� Auto de segunda instancia, abril  1 de 2009 radicación 31383.


� Artículo 5, ley 65 de 1993.
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